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                                                                       Concepto 5572

Bogotá, D.C., 9 de mayo de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 3° del artículo 308 de la Ley 906 de 2004, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”.


Demandante: FERNANDO ANTONIO CHACÓN LEBRÚN.



Magistrado Ponente: NILSON PINILLA PINILLA



Expediente D-9570. 



Concepto 5572

Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda presentada que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano FERNANDO ANTONIO CHACÓN LEBRÚN  contra el artículo 308 de la Ley 906 de 2004, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo  demandado):
“LEY 906 DE 2004
(agosto 31)

Diario Oficial No. 45.657, de 31 de agosto de 2004

RAMA LEGISLATIVA - PODER PÚBLICO

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal.

 EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:

[…]
ARTÍCULO 308. REQUISITOS. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos:

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia.

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima.

3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia.

1. Planteamiento de la demanda

El actor considera que la norma parcialmente demandada vulnera el principio-derecho fundamental al debido proceso, reconocido en el artículo 29 de la Constitución Política. Como fundamento de lo anterior, aduce que el numeral 3° del artículo 308 del Código Penal específicamente contraría el principio de la presunción de inocencia, el cual señala que también se encuentra reconocido en el artículo 7° del Código Penal y en el artículo 7° del mismo Código de Procedimiento Penal como “normas rector[a] y[,] como tal[,…] obligatori[a] y prevale[nte] sobre cualquier disposición del código y […] utilizad[a] como fundamento de interpretación”. En el mismo sentido, advierte que el citado principio es un “postulado cardinal de nuestro ordenamiento jurídico, [que] no admite excepción alguna e impone como obligación la práctica del debido proceso, de acuerdo con los procedimientos que la Constitución y la ley consagren para desvirtuar su alcance”.

Por lo tanto, en concepto del actor, ya que “[e]timológicamente por presumir se entiende suponer algo por indiscutible aunque no se encuentre probado […y la] presunción consiste en un juicio lógico del constituyente o del legislador por virtud del cual [se] considera como cierto un hecho[,] con fundamento en las reglas o máximas de la experiencia, que indican el modo normal como el mismo sucede[, y] se convierte en una guía para la valoración de las pruebas, de tal manera que las mismas deben demostrar la incertidumbre en el hecho presunto o en el hecho presumido”; la norma demandada contraría el principio de presunción de inocencia (el cual indica que ha sido explicado en la Sentencia C-774 de 2001 y también se reconoce en el artículo 11 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos), toda vez que “ni siquiera habla […de] una eventual sentencia, sino que […] da por sentado que al imputado se le va a condenar”. 

De otra parte, en la demanda parece sugerirse que el numeral demandado también vulnera “el principio de reserva legal denominado libertad”, que el actor entiende que se encuentra establecido en el artículo 28 constitucional y desarrollado en el artículo 2° de la Ley 906 de 2004, en donde se dispone que “[e]l juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, ordenará la restricción de la libertad del imputado cuando resulte necesaria para garantizar su comparecencia o la preservación de la prueba o la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas”; así como los principios de razonabilidad y proporcionalidad que debe respetar “[l]a tarea legislativa que afecta el derecho a la libertad”. Para esto último menciona, además, el Preámbulo y el artículo 2° constitucionales, y cita las Sentencias C-397 de 1997 y C-591 de 2005 de la Corte Constitucional. 

Finalmente, considerando que “[l]a constitucionalidad de la medida de aseguramiento se encuentra justificada en los principios de dignidad humana, orden justo, determinación de la verdad real, realización de la justicia material, núcleo esencial de los derechos fundamentales, cláusula del Estado social de derecho, prohibición de exceso, prohibición por defecto, situación de indefensión y prevalencia del derecho sustancial sobre el formal” y que “el artículo 250, numeral 1° [d]e la Carta Política […] consagró como una de las funciones de control de garantía, las medidas necesarias que aseguren: la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la protección de comunidad, en especial de las víctimas”; el actor concluye que la expresión “o que no cumplirá la sentencia”, del numeral 3° demandado, es incompatible con el inciso 4° del artículo 29 Superior y con la expresión “por motivo previamente definido en la ley” del artículo 28 constitucional.             

2. Problema jurídico

Corresponde establecer si la expresión “o que no cumplirá la sentencia”, contenida en el numeral 3° del artículo 308 de la Ley 906 de 2004 (pero no todo el numeral), contraría los principios-derechos de libertad y debido proceso, reconocidos en los artículos 28 y 29 constitucionales.
3. Análisis constitucional

En primer lugar, esta Vista Fiscal considera que la importancia de reiterar, una vez más, que la acción pública de inconstitucionalidad exige el cumplimiento de unos requisitos sustanciales mínimos, ausentes en la demanda sub examine. 

En efecto, de conformidad lo dispuesto en el artículo 2° del Decreto 2067 de 1991 y lo explicado pacíficamente por la Corte Constitucional a lo largo de los años en su jurisprudencia (Cf. Sentencia C-1052 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), es claro que en toda demanda de inconstitucionalidad el actor debe no sólo precisar cuál es la norma legal demandada y cuál es la norma o normas constitucionales que considera vulneradas sino, también, sustentar sus reproches en razones claras, ciertas, específicas, pertinentes y suficientes. 
Sin embargo, en el caso de la demanda que aquí nos ocupa se tiene que el accionante dice presentar su demanda “en contra del numeral 3 [del] Artículo 308 del Código Penal (Ley 906 de 2004), por cuanto [entiende que éste] contradice la normatividad Superior” pero, como bien lo concluyó el entonces Magistrado Sustanciador en el Auto del 22 de marzo del año en curso, por medio del cual la misma fue admitida, ésta en realidad se dirige únicamente contra la expresión “o que no cumplirá la sentencia”. Y la razón por la cual demanda esta expresión es porque, en su opinión, que el Legislador disponga que “[e]l juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando […] resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia”, contraría lo dispuesto en el artículo 29 Superior (que es lo que invoca como “NORMA CONSTITUCIONAL INFRINGIDA”), así como lo que establece el artículo 28 constitucional (que únicamente menciona en el aparte de la demanda denominado “Concepto de la Violación”).

Sin embargo, para esta Jefatura es claro que es imposible establecer un contraste directo y objetivo entre la expresión demandada y las normas constitucionales mencionadas, en tanto que, como ya se ha señalado en reiteradas ocasiones, el derecho fundamental al debido proceso es un derecho que, como el mismo artículo 29 constitucional expresamente lo señala, debe aplicarse “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas” por lo que, al menos en principio, el mismo no incide sobre la libertad de configuración en materia penal sino únicamente en lo que tiene que ver con el principio de tipificación  o de legalidad.
En este sentido, del hecho de que el artículo 29 constitucional establezca expresamente que “toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable” no puede directamente inferirse, como lo hace el actor, que al Legislador le esté prohibido establecer que, cuando las autoridades competentes (primero la Fiscalía General de la Nación y, posteriormente, el juez de control de garantías) establezcan que se cumplen dos requisitos objetivos y concomitantes, como es (i) que “de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga” se “pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga” y (ii) que “resulte probable que el imputado […] no cumplirá la sentencia”; sea procedente que se decrete una medida de aseguramiento. 

Y esto pues, de ser así, entonces debería decirse que no sólo sería inexequible la expresión demanda sino, simplemente, todos los numerales del artículo 308 del Código de Procedimiento Penal y, en general, la institución de la medida de aseguramiento.

Así, esta Vista Fiscal considera que la demanda sub examine no se fundamenta en razones ciertas, específicas y pertinentes, en tanto las mismas  no parten de una confrontación directa y verificable entre las expresiones demandadas y la norma o las normas constitucionales invocadas —que sea verificable a partir del mismo texto de éstas—, sino que simplemente se fundamentan en las apreciaciones y consideraciones subjetivas del actor. 

Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que, en virtud del principio pro actione o de cualquier otra razón, la Corte considere que resulta posible el estudio de la demanda sub examine, esta Vista Fiscal estima oportuno advertir que, como ya lo ha concluido la Sala Plena de la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones: 

“[L]as medidas cautelares constituyen actos jurisdiccionales de naturaleza preventiva y provisional que, de oficio o a solicitud de parte, se ejecutan sobre personas, bienes y medios de prueba para mantener respecto de éstos un estado de cosas similar al que existía al momento de iniciarse el trámite judicial, buscando la efectiva ejecución de la providencia estimatoria e impidiendo que el perjuicio ocasionado con vulneración de un derecho sustancial, se haga más gravoso como consecuencia del tiempo que tarda el proceso en llegar a su fin” (Sentencia C-634 de 2000, M.P. Vladmiro Naranjo Mesa).
Y, en el mismo sentido, que “[e]n términos generales, las medidas cautelares buscan garantizar la presencia del imputado en el proceso así como asegurar la conservación de la prueba, mantener el estado de cosas como al inicio del trámite y proteger a las víctimas y a la comunidad” (Sentencia C-456 de 2006, M.P. Alfredo Beltrán Sierra,). Siendo ésta precisamente la razón por la cual:

“Dentro de las funciones que se le atribuyen a la Fiscalía General de la Nación en el artículo 250 de la Carta, apare[zca] en primer lugar la de ‘[a]segurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal, adoptando las medidas de aseguramiento’ […siendo el] propósito que orienta la adopción de este tipo de medidas […] de carácter preventivo y no sancionatorio. Por ello, no son el resultado de sentencia condenatoria ni requieren de juicio previo; buscan responder a los intereses de la investigación y de la justicia al procurar la comparecencia del acusado al proceso y la efectividad de la eventual sanción que llegare a imponerse” (Sentencia C-774 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil, negrillas fuera del texto). 

Por lo tanto, dado que “las medidas de aseguramiento no equivalen a la sentencia condenatoria, ni pueden ser confundidas con las penas que mediante tal providencia se imponen. Son simples medidas cautelares – no sentencias - que sólo pueden dictarse, con carácter excepcional, preventivo pero no sancionatorio cuando se reúnan de manera estricta los requisitos fácticos o jurídicos señalados por la ley para el efecto, y cuando resulten indispensables para alcanzar la finalidad constitucional que con ellas se persigue, esto es, para asegurar la comparencia del imputado al proceso, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en especial de la víctima” (Sentencia C-456 de 2006, negrillas fuera del texto); para esta Jefatura es claro que el hecho de que el Legislador haya incluido dentro de los requisitos o causales en las que procede que se decrete una medida de aseguramiento, el que resulte probable “que el imputado no comparecerá al proceso o no cumplirá la sentencia”, no implica una vulneración del derecho fundamental al debido proceso, y más particularmente, del derecho a la presunción de inocencia, como tampoco del derecho a la libertad.

Sobre éste último cabe agregar, además, que, como también lo ha precisado esa Corporación: 

“[E]l Constituyente no concibió la libertad individual a la manera de un derecho absoluto, inmune a cualquier forma de restricción; todo lo contrario, fluye del propio texto superior que en determinados supuestos, ese derecho fundamental es susceptible de limitación; empero, los casos en que tal limitación tenga lugar han de venir fijados por la ley, siendo claro, en consecuencia, que tratándose de la libertad personal la Constitución Política establece una estricta reserva legal” (Sentencia C-456 de 2006, negrillas fuera del texto). 
Y, de igual forma, que precisamente por razón de lo anterior:

“[L]a intervención judicial [(que exige el decreto de una medida de aseguramiento]) se convierte […] en [una] importante garantía de la libertad, pues en último [término] será el juez el llamado a velar por el cumplimiento y efectividad de los mandatos constitucionales y legales en cada caso en particular. La libertad encuentra así solo en la ley su posible  límite y en el juez su legítimo  garante[,] en función de la autonomía e independencia que la Constitución reconoce a sus decisiones precisamente porque es al juez a quien le está encomendada la tarea de ordenar restringir el derecho a la libertad en los precisos términos señalados en  la ley, de la misma manera que es a él a quien corresponde controlar las condiciones en las que esa privación de la libertad se efectúa y mantiene” (Ibídem).

Precisión que nuevamente permite concluir, sin ninguna duda, que:

“[Cuando] el Código de Procedimiento Penal consagra en el artículo 308 los requisitos para decretar la medida de aseguramiento restrictiva o no de la libertad, en razón de su necesidad y procedencia, [éstos] se convierten en imperativo constitucional, en la medida en que el artículo 250 del Ordenamiento Superior, reformado por el artículo 2º del Acto Legislativo 03 de 2002[,] los consagra también, así: (i) evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia, bien sea mediante la destrucción de las pruebas o la amenaza de testigos; (ii) que el imputado constituya un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima; o que (iii) el imputado no comparecerá al proceso. Además el juez deberá tener en cuenta para decretar la medida, la probabilidad que la personas sea autor o partícipe del hecho que se le imputa, en concordancia con los elementos materiales probatorios y la evidencia física recogida o de la información obtenida legalmente” (Ibídem). 

4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que, en razón de la ineptitud sustancial de la demanda, se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la expresión demandada del numeral tercero del artículo 308 de la Ley 906 de 2004 por los cargos analizados o, subsidiariamente, la declare EXEQUIBLE por las razones que aquí se han ofrecido.  

De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/ABG
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